
 

MAGISTRADA PONENTE: BÁRBARA GABRIELA CÉSAR SIERO 

Exp. Nro. 2015-1082 

Mediante Oficio Nro. 227/2015 del 27 de octubre de 2015, recibido el 4 de 

noviembre del mismo año en esta Sala Político-Administrativa, el Tribunal Superior Cuarto 

de lo Contencioso Tributario de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de 

Caracas, remitió el expediente Nro. AP41-U-2014-000127 (nomenclatura de ese órgano 

jurisdiccional), contentivo del recurso de apelación ejercido el 08 de abril de 2015 por el 

abogado Iván González Unda (INPREABOGADO Nro. 48.106), actuando como sustituto 

de la Procuraduría General de la República, en representación del FISCO NACIONAL, 

(según se desprende de los folio 277 al 281 de la pieza 4 del expediente), contra la 

sentencia definitiva Nro. 015/2015 dictada por el Juzgado remitente el 18 de marzo de 

2015, que declaró con lugar el recurso contencioso tributario interpuesto subsidiariamente 

al recurso jerárquico, con pretensión de amparo constitucional cautelar, incoado el 07 de 

mayo de 2014, por el ciudadano Yusef Weizani Smaili, titular de cédula de identidad Nro. 

10.538.453, actuando en su carácter de Director de la sociedad de mercantil 

DISTRIBUIDORA NADDURA, C.A., inscrita en el Registro Mercantil Primero de la 

Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda, hoy Distrito Capital y 

Estado Bolivariano de Miranda, en fecha 08 de diciembre de 1995, bajo el Nro. 10, Tomo 

373-Pro, antes denominada “Distribuidora de Supermercados Naddura, C.A.”, cuya 

denominación comercial fue modificada según consta en Acta de Asamblea Extraordinaria 

de Accionista, inscrita en la indicada Oficina del Registro Mercantil en fecha 25 de octubre 



de 2012, bajo el Nro. 14, tomo 216-A (tal y como se desprende de los folios 127 al 129 de 

la pieza Nro. 4 del expediente). 

El aludido recurso contencioso tributario interpuesto subsidiariamente al recurso 

jerárquico, contra la Resolución identificada con el alfanumérico 

SNAT/INTI/GRTI/RCA/DJT/CRA/2013-000534 de fecha 12 de diciembre de 2013, 

notificada el 14 de marzo de 2014, emanada de la Gerencia Regional de Tributos Internos de 

la Región Capital del Servicio Nacional Integrado de Administración Aduanera y Tributaria 

(SENIAT), que declaró sin lugar el recurso “Jerárquico” interpuesto por la contribuyente, y 

en consecuencia se confirmó el acto administrativo contenido en la Resolución Nro. 3682 de 

fecha 28 de marzo de 2008, que procedió a imponer las sanciones de multa de conformidad 

con los artículos 101 numeral 3 aparte 2, 102 numeral 2 aparte 2, y 107 del Código 

Orgánico Tributario del 2001, aplicable ratione temporis, por haberse determinado la 

concurrencia de infracciones tributarias de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 81 eiusdem, 

por incumplimiento de deberes formales en materia de impuesto al valor agregado e 

impuesto sobre la renta por: presentar libros de compras y ventas del impuesto al valor 

agregado sin cumplir con los requisitos, emitir facturas de ventas por medios manuales sin 

cumplir con las especificaciones establecida y no exhibir en lugar visible de su oficina o 

establecimiento el Certificado de Inscripción en el Registro de Información Fiscal (RIF), 

todos estos ilícitos formales van en contravención a lo dispuesto en los artículos 70, 75 y 76 

del Reglamento de la Ley de Impuesto al Valor Agregado; además 1, 2, 11 y 13 de la 

Resolución Nro. 320 del 28 de diciembre de 1999; artículos 99 de la Ley de Impuesto Sobre 

la Renta de fecha 28 de diciembre de 2001 y 163 numeral 1 de su Reglamento, 

correspondiente al período enero de 2005 hasta el mes de junio de 2006, ambos inclusive, 

por el monto total de dos mil setecientos veinte y siete con 50/100 (2727,5 U.T.). 

Según consta en auto del 27 de octubre de 2015, el Tribunal a quo oyó la apelación 

en ambos efectos y ordenó remitir el expediente a esta Alzada, tal y como lo describe el 

oficio Nro. 277/2015 antes identificado. 

En fecha 05 de noviembre de 2015, se dio cuenta en Sala; se ordenó aplicar el 

procedimiento de segunda instancia previsto en el artículo 92 de la Ley Orgánica de la 



Jurisdicción Contencioso Administrativa y se fijó el lapso de diez (10) días de despacho 

para fundamentar la apelación. Se designó Ponente a la Magistrada BÁRBARA 

GABRIELA CÉSAR SIERO. 

El día 1° de diciembre de 2015, el abogado José Gregorio Arreaza, 

(INPREABOGADO Nro. 54.070), actuando como sustituto de la Procuraduría General de 

la República, en representación del Fisco Nacional (tal y como se desprende de los folio 

277 al 281 de la pieza 4 del expediente), presentó escrito de fundamentación de la apelación 

ejercida. 

En fecha 10 de diciembre de 2015, los abogados Leonardo Palacios Márquez, José 

Gregorio Torres Rodríguez, Juan Esteban Korody Tagliaferro, Erika Cornilliac Malaret, 

Rodrigo Lange Carías y Daniel Betancourt Ramírez, (INPREABOGADO Nros. 22.646, 

41.242, 112.054, 131.177, 146.151 y 143.174, en su orden), actuando como apoderados 

judiciales de la contribuyente, tal como se desprende de los folio 304 al 307 de la pieza 4 

del expediente, presentaron escrito de contestación a la apelación formulada por la 

República. 

Mediante auto de fecha 16 de diciembre de 2015, de conformidad con lo establecido 

en el artículo 93 de la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa y 

vencidos los lapsos para la fundamentación y contestación a la apelación, la presente causa 

entró en estado de sentencia. 

En fecha 14 de junio de 2016, el abogado José Gregorio Arreaza, 

(INPREABOGADO Nro. 54.070), actuando como sustituto de la Procuraduría General de 

la República, en representación del Fisco Nacional, solicitó se dicte la correspondiente 

sentencia. 

El 15 de junio de 2016, se dejó constancia que el 23 de diciembre de 2015, se eligió 

la Junta Directiva de este Máximo Tribunal, quedando la Sala integrada de la siguiente 

manera: Presidente, Magistrada María Carolina Ameliach Villarroel; Vicepresidenta, 

Magistrada, Eulalia Coromoto Guerrero Rivero; la Magistrada Bárbara Gabriela César 



Siero, y los Magistrados Inocencio Antonio Figueroa Arizaleta y Marco Antonio Medina 

Salas. 

Mediante diligencia de fecha 10 de agosto de 2016, la abogada Erika Cornilliac 

Malaret (INPREABOGADO Nro. 131.177), actuando como co-apoderada judicial de la 

contribuyente solicitó se profiera la sentencia en la causa. 

En fecha 30 de noviembre de 2016, el abogado José Gregorio Arreaza, 

(INPREABOGADO Nro. 54.070), actuando en representación del Fisco Nacional, solicitó 

se dicte sentencia. 

El 08 de agosto de 2017, el abogado Daniel Betancourt Ramírez 

(INPREABOGADO Nro. 143.174), actuando como co-apoderado judicial de la recurrente 

solicitó se emitiera sentencia en la causa. 

El 08 de agosto de 2017, se dejó constancia que el 24 de febrero de 2017, se eligió 

la Junta Directiva de este Máximo Tribunal, quedando la Sala integrada de la siguiente 

manera: Presidente, Magistrada María Carolina Ameliach Villarroel; Vicepresidente, 

Magistrado, Marco Antonio Medina Salas, la Magistrada Bárbara Gabriela César Siero, la 

Magistrada Eulalia Coromoto Guerrero Rivero, y el Magistrado Inocencio Antonio 

Figueroa Arizaleta. 

En fechas 09 de noviembre de 2017, 12 de diciembre de 2017 y 10 de abril de 2018, 

las abogadas María Octavia Santiago Rondón y Katty Yasmin Suarez Casanova, 

(INPREABOGADO Nros. 55.701 y 169.274 respectivamente), actuando como sustitutas de 

la Procuraduría General de la República, en representación del Fisco Nacional (tal y como 

se desprende de los folio 314 y 318 de la pieza 4 del expediente), solicitaron se dicte la 

correspondiente sentencia. 

Mediante diligencia de fecha 11 de julio de 2018, la abogada Erika Cornilliac 

Malaret (INPREABOGADO Nro. 131.177), actuando como co-apoderada judicial de la 

contribuyente solicitó se profiera la sentencia en la causa. 



En fecha 12 de junio de 2018, la abogada Jean Carla Rengel, (INPREABOGADO 

Nro. 277.917), actuando en representación del Fisco Nacional, solicitó se dicte sentencia. 

El 13 de junio de 2019, se dejó constancia que el 30 de enero de 2019, se eligió la 

Junta Directiva de este Máximo Tribunal, quedando la Sala integrada de la siguiente 

manera: Presidente, Magistrada María Carolina Ameliach Villarroel; Vicepresidente, 

Magistrado, Marco Antonio Medina Salas, la Magistrada Bárbara Gabriela César Siero, la 

Magistrada Eulalia Coromoto Guerrero Rivero, y el Magistrado Inocencio Antonio 

Figueroa Arizaleta. 

Mediante diligencia de fecha 14 de agosto de 2019, el abogado Daniel Betancourt 

Ramírez (INPREABOGADO Nro. 143.174), actuando como co-apoderado judicial de la 

recurrente solicitó se dictará sentencia en la causa. 

En fecha 09 de octubre de 2018, la abogada Dennys Johana Alfonso Lenes, 

(INPREABOGADO Nro. 150.950), actuando en representación del Fisco Nacional, solicitó 

se dicte sentencia. 

Posteriormente en fecha 15 de diciembre de 2020, el abogado Daniel Betancourt 

Ramírez (INPREABOGADO Nro. 143.174), actuando como co-apoderado judicial de la 

recurrente solicitó se pronunciará sobre la decisión correspondiente. 

En sesión de Sala Plena del 5 de febrero de 2021, de conformidad con lo establecido 

en el artículo 20 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, se reeligió la Junta 

Directiva de este Máximo Tribunal, quedando integrada esta Sala Político-Administrativa 

de la forma siguiente: Presidenta, Magistrada María Carolina Ameliach Villarroel; 

Vicepresidenta, Magistrada Bárbara Gabriela César Siero; el Magistrado Inocencio Antonio 

Figueroa Arizaleta; el Magistrado Marco Antonio Medina Salas y la Magistrada Eulalia 

Coromoto Guerrero Rivero. 

Realizado el estudio del expediente, esta Alzada pasa a decidir, previas las 

consideraciones indicadas a continuación: 

I 



ANTECEDENTES 

  

Mediante Providencia Administrativa distinguida con las letras y números RCA-DF-

VDF/2006/3682 de fecha 09 de agosto de 2006 (notificada el 10 del mismo mes y año), 

dictada por el Jefe de la División de Fiscalización de la Gerencia Regional de Tributos 

Internos de la Región Capital del Servicio Nacional Integrado de Administración Aduanera 

y Tributaria (SENIAT), se faculta a la funcionaria Petra María Castellano (cédula de 

identidad Nro. 8.219.215), adscrito a dicha División de la Gerencia Regional antes 

señalada, a los fines de verificar y determinar el oportuno cumplimiento de los deberes 

formales en materia de declaración y pago de los tributos, “(…) así como los previstos en el 

artículo 145 del Código Orgánico Tributario del 2001 aplicable en razón del tiempo, y 

demás normas tributarias; relativos a la Ley de Impuesto Sobre la Renta, su Reglamento, a 

los ejercicios fiscales: 2004 y 2005, la Ley de Impuesto a los Activos Empresariales, 

correspondiente al ejercicio fiscal: 2004, la Ley de Impuesto al Valor Agregado y su 

Reglamento, la Resolución del Ministerio de Finanzas Nro. 320 de fecha 28 de diciembre 

de 1999, la Providencia Administrativa Nro. 1677 del 14 de marzo de 2003, 

correspondientes a los períodos comprendidos desde Enero de 2005 hasta junio de 2006; 

con el objeto de detectar y sancionar los ilícitos fiscales cometidos por lo que se le 

recuerda al contribuyente el deber de suministrar las declaraciones, libros, relaciones, 

registros, informes, y documentos que se vinculen con la tributación (…)”. 

Luego el 28 de marzo de 2008, la Gerencia Regional emitió la Resolución Nro. 

3682, notificada el 25 de abril de 2008, en la que se procedió a imponer las sanciones de 

multa de conformidad con los artículos 101 numeral 3 aparte 2, 102 numeral 2 aparte 2, y 

107 del Código Orgánico Tributario del 2001, aplicable ratione temporis, por haberse 

determinado la concurrencia de infracciones tributarias de acuerdo a los dispuesto en el 

artículo 81 eiusdem, por incumplimiento de deberes formales en materia de impuesto al 

valor agregado e impuesto sobre la renta, todos estos ilícitos formales van en contravención 

a lo dispuesto en los artículos 70, 75 y 76 del Reglamento de la Ley de Impuesto al Valor 

Agregado; además 1, 2, 11 y 13 de la Resolución Nro. 320 del 28 de diciembre de 1999; 

artículos 99 de la Ley de Impuesto Sobre la Renta de fecha 28 de diciembre de 2001 y 163 



numeral 1 de su Reglamento, correspondiente al período enero de 2005 hasta el mes de junio 

de 2006, ambos inclusive, según se indica a continuación (cantidades expresadas al valor en 

bolívares existentes para la fecha de emisión de la Resolución): 

“(…) Sanción LA (EL) CONTRIBUYENTE EMITE FACTURAS DE VENTAS POR 

MEDIOS MANUALES SIN CUMPLIR LAS ESPECIFICACIONES SEÑALADAS: 

Período Sanción U.T. Ut Concurrencia  

01/01/2005 31/01/2005 150,00 150,00 

01/02/2005 28/02/2005 150,00 150,00 

01/03/2005 31/03/2005 150,00 150,00 

01/04/2005 30/04/2005 150,00 150,00 

01/05/2005 31/05/2005 150,00 150,00 

01/06/2005 30/06/2005 150,00 150,00 

01/07/2005 31/07/2005 150,00 150,00 

01/08/2005 31/08/2005 150,00 150,00 

01/09/2005 30/09/2005 150,00 150,00 

01/10/2005 31/10/2005 150,00 150,00 

01/11/2005 30/11/2005 150,00 150,00 

01/12/2005 31/12/2005 150,00 150,00 

01/01/2006 31/01/2006 150,00 150,00 

01/02/2006 28/02/2006 150,00 150,00 

01/03/2006 31/03/2006 150,00 150,00 

01/04/2006 30/04/2006 150,00 150,00 

01/05/2006 31/05/2006 150,00 150,00 

01/06/2005 30/06/2006 150,00 150,00 

Totales:  2.700,00 2.700,00 

Articulo 

COT 

102#02A2   

Sanción LA (EL) CONTRIBUYENTE PRESENTO LIBROS DE COMPRAS Y 

VENTAS QUE NO CUMPLEN CON LOS REQUISITOS DE I.V.A: 

Período Sanción U.T. Ut Concurrencia  

01/06/2005 30/06/2006 25,00 12,50 

Totales:  25,00 12,50 

Articulo 

COT 

107   

Sanción LA (EL) CONTRIBUYENTE RESPONSABLE NO EXHIBE EN UN LUGAR 

VISIBLE DE SU OFICINA O ESTABLECIMIENTO EL CERTIFICADO DE 

INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO DE INFORMACIÓN FISCAL (RIF):  



Período Sanción U.T. Ut Concurrencia  

01/08/2006 10/08/2006 30,00 12,50 

Totales:  30,00 12,50 

De lo antes expuesto, expídase a cargo de la contribuyente antes identificada, 

Planillas de Liquidación y pago por concepto de multa por el monto total de dos mil 

setecientos veinte y siete con 50/100 (2727,5 U.T.) (…)”. 

Por disconformidad con los citados actos administrativos, en fecha 29 de mayo de 

2008, la contribuyente interpuso recurso jerárquico ante la Gerencia Regional 

anteriormente mencionada. 

Posteriormente, mediante acto administrativo signado con las letras y números 

SNAT/INTI/GRTI/RCA/DJT/CS/2013-000419 del 04 de septiembre de 2013 (notificada el 

06 de septiembre de 2013), la Jefa de la División Jurídico-Tributaria de la Gerencia 

Regional de Tributos Internos de la Región Capital del Servicio Nacional Integrado de 

Administración Aduanera y Tributaria (SENIAT), dictó “Auto de Admisión” declarando 

“(…) admite en cuanto ha lugar en derecho, de conformidad en los articulo 249 COT/2001 

(…) En consecuencia, se abre la presente causa a pruebas por un lapso de quince (15) días 

hábiles (…)”. 

A través de la Resolución identificada con el alfanumérico 

SNAT/INTI/GRTI/RCA/DJT/CRA/2013-000534 del 12 de diciembre de 2013 -notificada 

el 14 de marzo de 2014- la Administración Tributaria declaró sin lugar el recurso jerárquico 

interpuesto por la empresa de autos, confirmando en consecuencia, las sanciones impuestas 

en la Resolución Nro. 3682 de fecha 28 de marzo de 2008, notificada el 25 de abril de 

2008. 

En fecha 08 de abril de 2014, la Unidad de Recepción y Distribución de Documentos 

de los Tribunales Superiores Contenciosos Tributarios del Área Metropolitana de Caracas, 

recibió oficio Nro. SNAT/INTI/GRTICERC/ DT/2014-971 del 21 de marzo de 2014, 

emanada de la Gerencia Regional de Tributos Internos de la Región Capital del Servicio 

Nacional Integrado de Administración Aduanera y Tributaria (SENIAT), mediante la cual 

remitió expediente administrativo debidamente  sustanciado, en virtud de la declaratoria sin 

lugar del recurso jerárquico y subsidiario Contencioso Tributario interpuesto por la 



contribuyente contra la resolución Nro. SNAT/INTI/GRTI/RCA/DJT/CRA/2013-000534 

del 12 de diciembre de 2013. 

Posteriormente, el día 7 de mayo de 2014, los abogados Leonardo Palacios 

Márquez, José Gregorio Torres Rodríguez, Juan Esteban Korody Tagliaferro, Erika 

Cornilliac Malaret, Rodrigo Lange Carías y Daniel Betancourt Ramírez, antes 

identificados, en sus caracteres de apoderados de la sociedad mercantil Distribuidora 

Naddura, C.A., procedieron a reformar el recurso contencioso tributario interpuesto 

subsidiario al recurso jerárquico, con solicitud de amparo constitucional cautelar, contra la 

mencionada Resolución identificada con el alfanumérico Nro. SNAT/INTI/GRTI/RCA/ 

DJT/CRA/2013-000534, la cual fue notificada el 14 de marzo de 2014, exponiendo lo 

siguiente: 

En primer lugar, alegaron los representantes judiciales de la contribuyente que la 

facultad de la Administración Tributaria de imponer y exigir el pago de las sanciones 

pecuniarias referidas a la Resolución Nro. 3682 del 28 de marzo de 2008, se encuentra 

dentro del supuesto del artículo 55 del Código Orgánico Tributario, que la recurrente no se 

encuentra en los supuestos establecidos en el artículo 56 eiusdem, porque (i) no ha 

incumplido con la obligación de declarar, y la verificación de deberes formales no versa 

sobre omisiones de declaraciones; (ii) se encuentra inscrita en el Registro Único de 

Información Fiscal; (iii) fue libremente verificado por la Administración, lo atinente al 

cumplimiento de los deberes formales y con base a ello levantó la Resolución Nro. 3682; 

(iv) lleva una sola contabilidad, que las sanciones impuestas tampoco son subsumibles 

dentro del supuesto previsto en el artículo 59 ídem, al no ser sanciones pecuniarias firmes.  

Aduce que desde la interposición del recurso jerárquico, en fecha 29 de mayo de 

2008, hasta su admisión, que se produjo el 04 de septiembre de 2013, transcurrieron más de 

cuatro (4) años, que al computar el lapso de prescripción, las sanciones impuestas se 

encuentran prescritas, de acuerdo a lo establecido en los artículos 55 y 60 del Código 

Orgánico Tributario.  

Alega, que de conformidad con el artículo 60 eiusdem, el lapso de prescripción de 

cuatro años, corrió entre el 01 de enero de 2009 –considerando que el recurso fue 



interpuesto el 29 de mayo de 2008–, hasta el 31 de diciembre de 2012, que con la 

interposición del recurso, la prescripción se suspendió hasta sesenta (60) días continuos 

después de la decisión tácita denegatoria del mismo. 

Arguye que interpuesto el recurso jerárquico, la suspensión se produjo así: “(…) -El 

lapso de admisión del recurso jerárquico, de tres (3) días hábiles, de acuerdo a lo 

dispuesto en el artículo 249 del Código Orgánico Tributario, venció el 3 de junio de 2008. 

-El lapso probatorio, de acuerdo a lo establecido en el artículo 251 eiusdem, no se 

computa, al no haber sido anunciado. -El de decisión, de sesenta (60) días continuos, 

según artículo 254 ídem, transcurrió hasta el 02 de agosto de 2008. -El de sesenta (60) 

días hábiles, previsto en el artículo 62 del Código Orgánico Tributario, culminó el 24 de 

octubre de 2008 (…)”. 

Concluye, que en el caso de autos, el lapso de prescripción de las sanciones 

impuestas por la Resolución Nro. 3682 del 28 de marzo de 2008, comenzó el día 01 de 

enero de 2009 y finalizó en fecha 31 de diciembre de 2012, por lo que, la Administración 

no realizó ningún acto que pudiera interrumpir la prescripción hasta la admisión del 

Recurso Jerárquico de fecha 04 de septiembre de 2013, las sanciones pecuniarias 

prescribieron el día 31 de diciembre de 2013, por lo que se encuentra evidentemente 

prescritas al momento de la notificación de la resolución objeto del recurso. 

Alega, la falta de aplicación de la concurrencia de sanciones, prevista en el artículo 

81 del Código Orgánico Tributario, por cuanto la Administración debió aplicar la sanción 

más grave íntegramente, y las restantes en la mitad y al no hacerlo así, el criterio utilizado 

es incorrecto y lesiona los intereses patrimoniales de su representada. 

Aduce, violación del principio constitucional de irretroactividad de la ley penal, por 

solicitud de desaplicación del Parágrafo Segundo del Artículo 94 del Código Orgánico 

Tributario, ya que la Administración actualizó por inflación las multas impuestas, 

utilizando el valor de la Unidad Tributaria vigente para el momento del pago de la multa, lo 

que a su leal y saber entender constituye una violación al principio aludido.  



Solicitó mediante amparo constitucional cautelar, la protección de sus derechos e 

intereses, los cuales –a su decir- están siendo conculcados por la Administración Tributaria 

por medio del cobro ilegal de sanciones pecuniarias tal como se pretende a través de la 

Resolución impugnada, ya que de concretarse se le causarían un daño irreparable en la 

esfera jurídica subjetiva de su empresa, por lo que, se encuentra verificados los requisitos 

de procedencia fumus boni iuris y el periculum in damni. 

Agregó, violación del derecho a la propiedad y a la capacidad contributiva, por tanto 

y en cuanto, la Administración Tributaria a través de la Resolución impugnada pretende 

exigir el cobro de sanciones pecuniarias con origen en el supuesto incumplimiento de 

deberes formales, tal como estableció la Resolución Nro. 3682 del 28 de marzo de 2008, y 

confirmó en la Resolución impugnada, de forma grave la exigencia de las sanciones que 

clara y evidentemente están prescritas. 

Adicionalmente, solicitó se declare con lugar el recurso contenciosos tributario 

conjuntamente con pretensión de amparo constitucional cautelar, y en consecuencia, sea 

declarada prescritas, o nulo el cálculo de las sanciones pecuniarias exigidas por la 

administración en la resolución impugnada. 

II 

DEL FALLO APELADO 

  

Mediante sentencia definitiva Nro. 015/2015 de fecha 18 de marzo de 2015, el 

Tribunal Superior Cuarto de lo Contencioso Tributario de la Circunscripción Judicial del 

Área Metropolitana de Caracas, al que correspondió el conocimiento de la causa previa 

distribución, declaró con lugar el recurso contencioso tributario interpuesto por las 

apoderadas judiciales de la sociedad mercantil Distribuidora Naddura, C.A., con solicitud 

de amparo constitucional cautelar, antes identificado, con fundamento en los términos 

indicados a continuación: 

“(…) El thema decidendum se circunscribe a determinar la existencia 

o no de la prescripción de las multas, falta de aplicación de la 

concurrencia de sanciones, prevista en el artículo 81 del Código 



Orgánico Tributario y Desaplicación del Parágrafo Segundo del 

Artículo 94 del Código Orgánico Tributario por violación del 

principio constitucional de irretroactividad de la ley penal. 

De la Prescripción 

Ahora bien visto el alegato de prescripción ejercido por la recurrente, 

se hace necesario analizar esa institución jurídica, dados los efectos 

que produciría, caso de resultar procedente, por lo que seguidamente 

se procede a ello. 

En materia tributaria la institución jurídica de la prescripción 

adquiere particular relevancia, en tanto condiciona el ejercicio de 

facultades y derechos al paso del tiempo previsto en la ley, 

sancionando la conducta negligente de la Administración o del 

administrado en razón del principio de seguridad jurídica y certeza de 

las relaciones ordenadas por el Derecho. Asimismo, ha de atenderse a 

la importancia de los supuestos de interrupción y de suspensión, cuyo 

efecto jurídico común es la dilación de los plazos de prescripción 

antes de su consumación definitiva. 

En este sentido, ha sido reiterado el criterio jurisprudencial de la Sala 

Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia. Así en 

Sentencia Nº 02594, de fecha 21 de noviembre de 2006, caso 

Licorerías Unidas S.A., con respecto a la figura de la prescripción, 

estableció lo siguiente: ‘a) Que la prescripción, como medio extintivo 

de la obligación tributaria, está condicionada a la concurrencia de 

determinados supuestos, a saber: (i) la inactividad o inercia del 

acreedor; (ii) el transcurso del tiempo fijado por la Ley; (iii) la 

invocación por parte del interesado; (iv) que no haya sido 

interrumpida o suspendida. b) Que la prescripción produce sus 

efectos jurídicos cuando el acreedor y el deudor permanecen 

inactivos durante el tiempo fijado por la ley para que opere aquella, 

sin que dentro de dicho plazo realicen acto alguno que signifique un 

reconocimiento de la existencia de la acción o derecho, ni se 

produzca ninguno de los hechos que la ley especifica como causa de 

interrupción o de suspensión de la prescripción.  

Por ello, para determinar la vigencia de un derecho sobre un crédito 

fiscal, es imperante precisar si se produjo alguna actuación del 

acreedor o del deudor, que hubiese desarrollado la eficacia 

interruptiva del lapso necesario para la prescripción de la obligación. 

c) Que el lapso necesario para que pueda alegarse y oponerse la 

prescripción de la obligación tributaria, esté contemplado en la Ley.’ 

Establecido lo anterior, este Órgano Jurisdiccional considera 

conveniente transcribir el contenido del artículo 55 del Código 

Orgánico Tributario: (…) 



Por su parte, el Artículo 61 eiusdem contempla la forma en que opera 

la interrupción de la prescripción: 

(…) 

En el caso de especie, la Administración Tributaria estableció en la 

Resolución de Imposición de Sanción, Pieza IV, folio 148, notificada 

al contribuyente en fecha 10 de agosto de 2006, lo siguiente: ‘…se 

constató de la revisión efectuada a la documentación Requerida (Sic) 

mediante Acta…que la contribuyente arriba indicada lleva los 

registros especiales establecidos en la Ley de Impuesto al Valor 

Agregado, su Reglamento y Providencia Administrativa Nº 

SNAT/2003/1.677 (Sic), sin cumplir las formalidades y condiciones 

establecidas por las normas correspondientes, por cuanto se 

evidenció la siguiente irregularidad: Los libros de venta incumplen 

los requisitos…’ 

En Resolución de Imposición de Sanción; Pieza IV, folios 149 y 150, 

se indicó: ‘…Que LA (EL) CONTRIBUYENTE PRESENTO (Sic) 

LIBROS DE COMPRAS Y VENTAS QUE NO CUMPLEN CON LOS 

REQUISITOS DE I.V.A., contraviniendo lo previsto en la (Sic) 70, 75 

Y 76 de la (el) REGLAMENTO DE LA LEY DEL IMPUESTO AL 

VALOR AGREGADO. Que LA (EL) CONTRIBUYENTE EMITE 

FACTURAS DE VENTAS POR MEDIOS MANUALES SIN CUMPLIR 

LAS ESPECIFICACIONES SEÑALADAS… Que LA (EL) 

CONTRIBUYENTE O RESPONSABLE NO EXHIBE EN UN LUGAR 

VISIBLE DE SU OFICINA O ESTABLECIMIENTO EL 

CERTIFICADO DE INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO DE 

INFORMACIÓN FISCAL…contraviniendo lo previsto en el (los) 

Artículo (s) 99 de la (el) LEY DE IMPUESTO SOBRE LA RENTA… Y 

163 NUMERAL 1 DE SU REGLAMENTO…’ 

Como consecuencia de lo anterior, la Administración Tributaria 

procedió a sancionar a la contribuyente, así: ‘…La sanción prevista 

en el Artículo 101 numeral 3 Aparte 2 establecida en el Código 

Orgánico Tributario vigente, por concepto de multa en la cantidad de 

Dos Mil Setecientos Dos Mil Setecientos (Sic) Unidades Tributarias 

(2700) (Sic). 

La sanción prevista en el Artículo 102 numeral 2 Aparte 2 establecida 

en el Código Orgánico Tributario vigente, por concepto de multa en 

la cantidad de Veinte y Cinco Unidades Tributarias (25) (Sic), por 

cuanto se trata de la primera infracción de esta índole cometida por 

el (la) contribuyente. 



La sanción prevista en el Artículo 107 establecida en el Código 

Orgánico Tributario vigente, por concepto de multa en la cantidad de 

treinta Unidades Tributarias (30) (Sic).’. 

Consta de autos que la Administración Fiscal, en fecha 04 de julio de 

2012, dictó el acto administrativo identificado con la nomenclatura 

SNAT/INTI/GRTI/RCA/2012-000267, y se emitieron las Planillas de 

Liquidación 111001227002723, 111001227002724, 

111001227002725 y 111001227002726, que no se acompañan a los 

autos, contentivas de imposición de multas a la contribuyente 

por            Bs. 13.680,00, por concepto de Impuesto al Valor 

Agregado, sin que se indique el tipo de ilícito cometido, 

correspondientes al ejercicio fiscal 2004. 

Establecido lo anterior, debe verificar quien decide si en el caso bajo 

análisis, se da el supuesto interruptivo de prescripción invocado por 

el apoderado judicial de la Administración Fiscal, referido a que el 

contribuyente cometió nuevos ilícitos del mismo tipo. 

De la documentación acompañada por la Administración, en 

particular, de la que corre a los folios 223 y 224 de la Pieza IV, no se 

demuestra que la contribuyente haya incurrido nuevamente en ilícitos 

del mismo tipo a aquellos que dieron lugar a la sanción de multa que 

se impugna, a saber: 1.- ‘…Que LA (EL) CONTRIBUYENTE 

PRESENTO (Sic) LIBROS DE COMPRAS Y VENTAS QUE NO 

CUMPLEN CON LOS REQUISITOS DE I.V.A., contraviniendo lo 

previsto en la (Sic) 70, 75 Y 76 de la (el) REGLAMENTO DE LA LEY 

DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO.” 2.- Que LA (EL) 

CONTRIBUYENTE EMITE FACTURAS DE VENTAS POR MEDIOS 

MANUALES SIN CUMPLIR LAS ESPECIFICACIONES 

SEÑALADAS…” 3.- Que LA (EL) CONTRIBUYENTE O 

RESPONSABLE NO EXHIBE EN UN LUGAR VISIBLE DE SU 

OFICINA O ESTABLECIMIENTO EL CERTIFICADO DE 

INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO DE INFORMACIÓN 

FISCAL…contraviniendo lo previsto en el (los) Artículo (s) 99 de la 

(el) LEY DE IMPUESTO SOBRE LA RENTA… Y 163 NUMERAL 1 

DE SU REGLAMENTO…’ 

Tampoco consta como lo afirma la representación judicial de la parte 

actora, que en fecha 9 de septiembre de 2012, dicho acto 

administrativo fue notificado a la contribuyente. 

Aunado a lo anterior, el acto administrativo SNAT/INTI/GRTI/ 

RCA/2012-000267, guarda relación con el ejercicio fiscal 2004, en 

tanto que los hechos controvertidos en el Asunto AP41-U-2014-

000127, corresponden a los ejercicios fiscales 2005 y 2006, o sea, a 

ejercicios posteriores; es decir, que en caso de haberse cometido 



ilícito, la misma se habría producido antes y, por tanto, no 

constituiría la comisión de un nuevo ilícito, que es uno de los 

supuestos establecidos en el numeral 4 del artículo 61 del Código 

Orgánico Tributario. 

Siendo así, las actuaciones administrativas antes indicadas, no 

resultan suficientes para satisfacer el supuesto de interrupción de la 

prescripción, consagrado en el numeral 4 del artículo 61 del Código 

Orgánico Tributario. 

Desechado el argumento de interrupción de la prescripción, se hace 

necesario, pasar a determinar si transcurrió el lapso de prescripción, 

para lo cual se hace necesario realizar las siguientes precisiones: 

– En fecha 29 de mayo de 2008, fue interpuesto el Recurso 

Jerárquico. – El referido recurso debió admitirse dentro de los tres 

(3) días hábiles siguientes, de conformidad con lo establecido en el 

Artículo 249 del Código Orgánico Tributario.  

– El lapso de promoción de pruebas no se computa a los efectos del 

presente proceso, por cuanto la contribuyente no anunció, aportó o 

promovió pruebas, conforme a lo dispuesto en el artículo 251 del 

Código Orgánico Tributario. 

– En criterio de quien decide, al no haber sido admitido el recurso 

jerárquico en el lapso de tres (3) días hábiles siguientes a la fecha de 

interposición del recurso, los sesenta (60) días continuos, establecidos 

en el artículo 254, para que la Administración decidiera, y los sesenta 

(60) días hábiles previstos en el artículo 62, ambos del Código 

Orgánico Tributario, quedaron diferidos para ser computados con 

posterioridad a la fecha en que fue admitido el recurso, es decir, que 

se computan a partir del 04 de septiembre de 2013, exclusive. 

Sostener lo contrario pudiera conducir al supuesto de producir dos 

suspensiones de la prescripción, fundamentadas en las mismas 

normas y supuestos, como sucedería si inicialmente se computan 

dichos lapsos de suspensión, sin haber sido admitido el recurso; y, si 

antes de transcurrido el lapso de prescripción, la Administración 

admite el recurso, se volvería a suspender la prescripción.  

Sobre la base de lo antes expuesto, considera quien decide, que si la 

Administración no admitió el Recurso Jerárquico en el plazo de tres 

(3) días hábiles a que se refiere el artículo 249 del Código Orgánico 

Tributario de 2001, entonces no corren los lapsos subsiguientes de 

suspensión de la prescripción, a saber: 15 días hábiles por pruebas, 

60 días continuos para decisión y 60 días hábiles contados a partir 

del vencimiento de los sesenta para decisión, los cuales quedan 



diferidos para ser computados una vez se admita el Recurso 

Jerárquico. Así se declara. 

Precisado lo anterior, se tiene que en el presente caso, interpuesto el 

recurso jerárquico en fecha 29 de mayo de 2008, la prescripción se 

suspendió por tres días hábiles, es decir, hasta el 3 de junio de 2008, 

inclusive. 

Adicionalmente, de conformidad con lo establecido en el artículo 60 

del Código Orgánico Tributario, el lapso de suspensión, para los 

supuestos previstos en el artículo 55 eiusdem, se computa a partir del 

1º de enero del año calendario siguiente a aquel en que se cometió el 

ilícito sancionable, por lo en definitiva, el lapso de prescripción, para 

el presente asunto, comenzó a suputarse, a partir del 01 de enero de 

2009 y finalizó el 31 de diciembre de 2012, periodo en el cual 

transcurrió el lapso de cuatro años, conforme a lo previsto en el 

artículo 55, numeral 2, adminiculado al numeral 2 del artículo 60, 

ambos del Código Orgánico Tributario. 

De modo que para el 04 de septiembre de 2013, cuando la Gerencia 

General de Tributos Internos de la Región Capital del Servicio 

Nacional Integrado de Administración Aduanera y Tributaria, admitió 

el Recurso Jerárquico –admisión que fue notificada en fecha 06 de 

ese mismo mes y año–, ya habían transcurrido cuatro (4) años, ocho 

(8) meses y cuatro (4) días, por lo que indefectiblemente se consumó 

la prescripción de las obligaciones tributarias, en el caso de especie, 

dada la inactividad de la Administración Fiscal y el transcurso del 

tiempo previsto en la Ley, ya que durante el iter procesal no se 

demostraron actuaciones de la Administración o de la contribuyente 

tendentes a interrumpir o suspender la prescripción. Así se declara. 

Habiendo prosperado el alegato de prescripción opuesto por la 

representación judicial de la recurrente, resulta inoficioso 

pronunciarse sobre las demás denuncias planteadas por la 

representación de la recurrente, tomando en cuenta que la 

prescripción es uno de los modos de extinción de las obligaciones. Así 

se declara. 

Decisión 

Sobre la base de las consideraciones precedentes, este Tribunal 

Superior Cuarto de lo Contencioso Tributario de la Circunscripción 

Judicial del Área Metropolitana de Caracas, administrando justicia 

en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara CON 

LUGAR el Recurso Contencioso Tributario interpuesto por 

DISTRIBUIDORA NADDURA, C.A., antes Distribuidora de 

Supermercados Naddura, C.A., y en consecuencia Nula la Resolución 



SNAT/INTI/GRTI/RCA/DJT/CRA/2013-000534, del 12 de diciembre 

de 2013, contentiva de sanción de multa por incumplimiento de 

deberes formales, correspondientes a los periodos investigados. 

No hay condenatoria en costas procesales a la República, conforme al 

criterio de la Sala Constitucional, en Sentencia N° 1.238, de fecha 30 

de septiembre de 2009. Caso: Julián Isaías Rodríguez. 

La presente decisión tiene apelación, por exceder la cuantía las 

quinientas Unidades Tributarias (500 U.T.), de conformidad con lo 

establecido en el artículo 285 del Código Orgánico Tributario. (…)”. 

(Sic). (Interpolados de esta Máxima Instancia). 

III 

FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN 

  

El día 1° de diciembre de 2015, el abogado José Gregorio Arreaza, 

(INPREABOGADO Nro. 54.070), actuando como sustituto de la Procuraduría General de 

la República, en representación del Fisco Nacional, presentó escrito de fundamentación de 

la apelación ejercida, exponiendo los argumentos siguientes: 

Denunció que el Tribunal de instancia incurrió en falso supuesto de derecho por 

errónea interpretación de la Ley, cuando declaró que en el presente caso había operado la 

prescripción de la obligación tributaria, al considerar “(…) que existen dos (2) supuestos 

para que se reanude el curso de la prescripción luego de haber sido interpuesto el recurso 

jerárquico. El primero cuando se entiende denegado el recurso, es decir, en aquellos casos 

en los cuales, una vez vencido el lapso concedido a la Administración para emitir su 

resolución, el contribuyente considere que se ha verificado el silencio administrativo 

negativo y opte por interponer el recurso contencioso tributario en contra de esta 

denegatoria tacita, hecho este que no ocurrió en el presente caso. En el segundo de los 

supuestos previstos en la norma comentada, el contribuyente opta por esperar hasta que la 

administración tributaria decida en cualquier tiempo el recurso jerárquico interpuesto. 

Así, una vez que la administración haya adoptado su decisión expresa y hayan 

transcurrido los sesenta (60) días después de que se haya emitido esa resolución, será 

cuando se reanude el referido curso prescriptivo. En esfuerzo de nuestra Tesis, podemos 



agregar que así como la interposición del recurso jerárquico suspende el curso de la 

prescripción, por efecto de esa misma impugnación, igualmente queda suspendida la 

ejecución del acto recurrido, tal como lo prevé el artículo 247 del referido Código, hasta 

que el mismo quede definitivamente firme (…)”. 

En desarrollo de su argumentación, señaló que “(…) en atención a dicha norma, 

tenemos que el curso de la prescripción estuvo suspendido hasta sesenta (60) días después 

de que la Gerencia Regional de Tributos Internos de la Región Capital dictó la Resolución 

(…) mediante la cual declaro Sin lugar el Recurso Jerárquico interpuesto por la 

contribuyente Distribuidora Naddura, C.A., confirmando la Resolución Nro. 3682, de 

fecha 28 de marzo de 2008. Posteriormente, en fecha 08/04/2014 la contribuyente acudió a 

la vía jurisdiccional para interponer el recurso contenciosos tributario contra la indicada 

Resolución Administrativa. Dicho en otras palabras, la contribuyente optó por esperar la 

decisión expresa respecto al Recurso Jerárquico por ella ejercido, por lo que es preciso 

advertir que en el caso planteado, y contrario a lo afirmado por la recurrente y por el Juez 

a-quo en el fallo apelado la prescripción de la sanción tributaria no se ha consumado, 

pues la misma estuvo suspendida hasta sesenta (60) días después de que se notifico la 

aludida Resolución dictada en fecha 12/12/2013, en donde el lapso de prescripción no 

transcurrió, toda vez que la contribuyente interpuso el recurso contencioso tributario en 

fecha 08/04/2014, suspendido nuevamente con ello el curso de la prescripción mientras 

duraba el juicio y hasta sesenta (60) días después de dictada la decisión jurisdiccional 

(…)”. 

Por lo que, consideró que el fallo apelado incurrió en el vicio de falso supuesto por 

errónea interpretación de la ley, solicitó sea revocada la decisión dictada por el Tribunal a-

quo.  

IV 

CONTESTACIÓN A LA FUNDAMENTACIÓN DE LA APELACIÓN 

  



En fecha 10 de diciembre de 2015, los abogados Leonardo Palacios Márquez, José 

Gregorio Torres Rodríguez, Juan Esteban Korody Tagliaferro, Erika Cornilliac Malaret, 

Rodrigo Lange Carías y Daniel Betancourt Ramírez, antes identificado, actuando como 

apoderados judiciales de la contribuyente, tal como se desprende de los folio 304 al 307 de 

la pieza 4 del expediente, presentaron escrito de contestación a la apelación formulada por 

la República, fundamentándose en las consideraciones siguientes: 

Alegaron que sobre el vicio de falso supuesto de derecho por supuesta errónea 

interpretación del artículo 62 del Código Orgánico Tributario del 2001, invocado por la 

República indicaron “(…) mal podría considerar la representación judicial de la 

República, como lo ha hecho en su escrito de fundamentación, que cuando nuestra 

representada tuvo la expectativa de que la Administración Tributaria adoptara una 

decisión definitiva sobre el recurso jerárquico interpuesto, como lo es su inexpugnable 

deber como parte integrante de la Administración Pública, el termino de prescripción 

quedaría suspensión hasta 60 días después de la misma decidiera. Así las cosas, resultaría 

violatorio al principio de seguridad jurídica de nuestra representada, aplicar este errado 

criterio sostenido por parte de la Representación judicial de la República, pues implicaría 

para nuestra representada esperar hasta el momento en que la Administración 

Tributaria quiera decidir, suspendiendo de forma indeterminada la prescripción, lo cual 

resulta contrario al espíritu de la norma contenida en el artículo 62 del Código. (…)”. 

(Resaltado del texto). 

Igualmente, indicaron que la Representación de la República que “(…) la 

prescripción se encuentra desde la fecha de interposición del recurso hasta que sea dictado 

el acto administrativo, aun inobservado los lapsos establecidos en el COT para el 

procedimiento administrativo impugnativo de segundo grado, tiene como esencia la oculta 

y soterrada pretensión que no exista sanción jurídica por el retardo negligente de la 

Administración Tributaria para decidir los recursos administrativos interpuestos contra 

sus actos, en desconocimiento de la institución jurídica de la prescripción consagrada en 

el COT. En otras palabras, siguiendo la línea argumentativa de la representación de la 

república se pretende que la Administración Tributaria tenga la oportunidad perpetua 

decidir recursos jerárquicos, en cuanto supuestamente la prescripción estaría suspendida 



hasta tanto se dicte un acto definitivo, trasgrediendo el principio de seguridad jurídica y 

de certeza de las relaciones ordenadas por el derecho. (…) las sanciones pecuniarias que 

exige la Administración Tributaria se encuentra evidentemente prescritas de acuerdo a lo 

señalado en los artículo 55 y 60 del Código Orgánico Tributario, por cuanto la (SIC) 

Tribunal a quo no incurrió en el vicio denunciado. (…)” (Subrayado y negrita del escrito). 

Negaron cualquiera de las interpretaciones que se le otorguen a las normas sobre la 

interrupción y prescripción dispuesta en el Código Orgánico Tributario 2001, aplicable en 

razón del tiempo, por cuanto las sanciones pecuniarias que exige la Administración en la 

resolución impugnada se encuentran de igual forma evidentemente prescritas. 

Por último solicitaron se declare sin lugar la apelación intentada por la República y 

confirme la sentencia definitiva dictada por el tribunal de Instancia. 

V 

CONSIDERACIONES PARA DECIDIR 

  

Corresponde a esta Alzada pronunciarse respecto de la apelación interpuesta por la 

representación en juicio del Fisco Nacional contra la sentencia definitiva Nro. 01/2015 del 

18 de marzo de 2015, dictada por el Tribunal Superior Cuarto de lo Contencioso Tributario 

de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, que declaró con lugar el 

recurso contencioso tributario interpuesto subsidiariamente al recurso jerárquico, con 

pretensión de amparo constitucional cautelar, incoado el 07 de mayo de 2014, por la 

sociedad mercantil Distribuidora Naddura, C.A. 

Vistos los términos del fallo apelado, los alegatos expuestos en su contra por la 

representación fiscal, así como las defensas esgrimidas por los apoderados judiciales de la 

sociedad mercantil actora, esta Máxima Instancia aprecia, en el caso concreto, que la 

controversia se circunscribe a decidir si el Tribunal de mérito incurrió en el vicio de “falso 

supuesto de derecho por errónea interpretación de la ley”, respecto al contenido del 

artículo 62 del Código Orgánico Tributario de 2001, vigente en razón del tiempo, al 

declarar de conformidad con lo establecido en el artículo 55, numeral 2 eiusdem, la 



prescripción de la obligación tributaria por incumplimiento de deberes formales en materia 

de impuesto al valor agregado e impuesto sobre la renta por: presentar libros de compras y 

ventas del impuesto al valor agregado sin cumplir con los requisitos, emitir facturas de 

ventas por medios manuales sin cumplir con las especificaciones establecida y no exhibir en 

lugar visible de su oficina o establecimiento el Certificado de Inscripción en el Registro de 

Información Fiscal (RIF), todos estos ilícitos formales van en contravención a lo dispuesto 

en los artículos 70, 75 y 76 del Reglamento de la Ley de Impuesto al Valor Agregado; 

además 1, 2, 11 y 13 de la Resolución Nro. 320 del 28 de diciembre de 1999; artículos 99 de 

la Ley de Impuesto Sobre la Renta de fecha 28 de diciembre de 2001 y 163 numeral 1 de su 

Reglamento, correspondiente al período enero de 2005 hasta el mes de junio de 2006, ambos 

inclusive, por el monto total de dos mil setecientos veinte y siete con 50/100 (2.727,5 U.T.), 

correspondiente al período comprendido desde el mes enero de 2005 hasta el mes de junio 

de 2006 mes de mayo de 2003 hasta el de octubre de 2004, ambos inclusive. 

Delimitada la litis, pasa esta Alzada a decidir la controversia en los términos 

siguientes: 

“Falso supuesto de derecho por error de interpretación de la ley al declarar 

procedente la solicitud de prescripción de las sanciones”. 

En la sentencia definitiva Nro. 015/2015 de fecha 18 de marzo de 2015, dictada por 

el Tribunal Superior Cuarto de lo Contencioso Tributario de la Circunscripción Judicial del 

Área Metropolitana de Caracas, el a quo declaró procedente la prescripción solicitada por la 

contribuyente, en atención a que “(…) se tiene que en el presente caso, interpuesto el 

recurso jerárquico en fecha 29 de mayo de 2008, la prescripción se suspendió por tres días 

hábiles, es decir, hasta el 3 de junio de 2008, inclusive. Adicionalmente, de conformidad 

con lo establecido en el artículo 60 del Código Orgánico Tributario, el lapso de 

suspensión, para los supuestos previstos en el artículo 55 eiusdem, se computa a partir del 

1º de enero del año calendario siguiente a aquel en que se cometió el ilícito sancionable, el 

lapso de prescripción, para el presente asunto, comenzó a computarse, a partir del 01 de 

enero de 2009 y finalizó el 31 de diciembre de 2012, periodo en el cual transcurrió el lapso 

de cuatro años, conforme a lo previsto en el artículo 55, numeral 2, adminiculado al 



numeral 2 del artículo 60, ambos del Código Orgánico Tributario. De modo que para el 04 

de septiembre de 2013, cuando la Gerencia General de Tributos Internos de la Región 

Capital del Servicio Nacional Integrado de Administración Aduanera y Tributaria, admitió 

el Recurso Jerárquico –admisión que fue notificada en fecha 06 de ese mismo mes y año–, 

ya habían transcurrido cuatro (4) años, ocho (8) meses y cuatro (4) días, por lo que 

indefectiblemente se consumó la prescripción de las obligaciones tributarias, en el caso de 

especie, dada la inactividad de la Administración Fiscal y el transcurso del tiempo previsto 

en la Ley, ya que durante el iter procesal no se demostraron actuaciones de la 

Administración o de la contribuyente tendentes a interrumpir o suspender la prescripción. 

(…)”. (Sic). 

Contra dicho pronunciamiento la representación judicial del Fisco Nacional 

denunció que el fallo apelado incurrió en falso supuesto de derecho al declarar procedente 

la solicitud de prescripción de la “obligación tributaria”, pues la misma no se verificó en la 

presente causa, en virtud que “(…) que existen dos (2) supuestos para que se reanude el 

curso de la prescripción luego de haber sido interpuesto el recurso jerárquico. El primero 

cuando se entiende denegado el recurso, es decir, en aquellos casos en los cuales, una vez 

vencido el lapso concedido a la Administración para emitir su resolución, el contribuyente 

considere que se ha verificado el silencio administrativo negativo y opte por interponer el 

recurso contencioso tributario (…). En el segundo de los supuestos previstos en la norma 

comentada, el contribuyente opta por esperar hasta que la administración tributaria 

decida en cualquier tiempo el recurso jerárquico interpuesto. Así, una vez que la 

administración haya adoptado su decisión expresa y hayan transcurrido los sesenta (60) 

días después de que se haya emitido esa resolución, será cuando se reanude el referido 

curso prescriptivo. (…)”. 

Concluyó manifestando que “(…) en el fallo apelado la prescripción de la sanción 

tributaria no se ha consumado, pues la misma estuvo suspendida hasta sesenta (60) días 

después de que se notifico la aludida Resolución dictada en fecha 12/12/2013, en donde el 

lapso de prescripción no transcurrió, toda vez que la contribuyente interpuso el recurso 

contencioso tributario en fecha 08/04/2014, suspendido nuevamente con ello el curso de la 



prescripción mientras duraba el juicio y hasta sesenta (60) días después de dictada la 

decisión jurisdiccional”. (Cursiva de la Sala). 

Ahora bien, a los fines de resolver la presente apelación, esta Sala observa que el 

objeto de estudio es la prescripción de la acción para imponer multas, por lo que debe 

señalar que mediante sentencia Nro. 00497 del 24 de abril de 2008, caso: Polifilm de 

Venezuela, S.A., ratificada posteriormente en los fallos Nros. 01483 y 00434 de fechas 19 

de noviembre de 2008 y 19 de mayo de 2010, casos: Inversiones Calderón S.R.L., y 

Distribuidora Santos S.R.L., respectivamente, se indicó en relación a la prescripción, lo 

siguiente: 

“En materia tributaria el instituto jurídico de la prescripción adquiere 

particular relevancia, en tanto condiciona el ejercicio de facultades y 

derechos al paso del tiempo, sancionando la conducta negligente de 

la Administración o del administrado en razón del principio de 

seguridad jurídica y certeza de las relaciones ordenadas por el 

derecho. Asimismo, ha de atenderse a la importancia de los supuestos 

de interrupción y de suspensión, cuyo efecto jurídico común es la 

dilación de los plazos de prescripción antes de su consumación 

definitiva. 

Ahora bien, esta Sala acogiendo el criterio jurisprudencial sentado en 

los fallos dictados por la Sala Político-Administrativa de la entonces 

Corte Suprema de Justicia, en fechas 2 de noviembre de 1995 y 7 de 

abril de 1999, casos: Ron Santa Teresa y Distribuidora Guadalquivir, 

respectivamente, se permite ratificar en esta oportunidad lo siguiente: 

a) Que la prescripción, como medio extintivo de la obligación 

tributaria, está condicionada a la concurrencia de determinados 

supuestos: (i) la inactividad o inercia del acreedor; (ii) el transcurso 

del tiempo fijado por la Ley; (ii) la invocación por parte del 

interesado; y (iv) que no haya sido interrumpida o suspendida. 

b) Que la prescripción produce sus efectos jurídicos cuando el 

acreedor y el deudor permanecen inactivos durante el tiempo fijado 

por la ley para que ésta opere, sin que dentro de dicho plazo realicen 

ningún acto que signifique un reconocimiento de la existencia de la 

acción o derecho, ni se produzca ninguno de los hechos que la ley 

especifica como causa de interrupción o de suspensión de la 

prescripción. Por ello, para determinar la vigencia de un derecho 

sobre un crédito fiscal, es imperante precisar si se produjo alguna 

actuación del acreedor o del deudor, que hubiese desarrollado la 

eficacia interruptiva del lapso necesario para la prescripción de la 

obligación. 



c) Que el lapso necesario para que pueda alegarse y oponerse la 

prescripción de la obligación tributaria, esté contemplado en la Ley”. 

Precisado lo anterior, debe este Máximo Tribunal determinar el marco normativo 

que regula al caso de autos, concretamente el vigente al momento en que se verificó el 

término de prescripción, pues ésta produce sus efectos jurídicos cuando el acreedor y el 

deudor permanecen inactivos durante el tiempo fijado por la ley para que opere. (Vid., 

sentencia de esta Sala Nro. 00553 del 30 de mayo de 2018, caso: Luiss Unisex, C.A.). 

Ello así, observa esta Alzada que los artículos 55, 60 y 61 del texto Orgánico 

Tributario de 2001, aplicable ratione temporis al caso de autos, disponen lo que a 

continuación se transcribe: 

“(…) Artículo 55. Prescriben a los cuatro (4) años los siguientes 

derechos y acciones: 

1. El derecho para verificar, fiscalizar y determinar la obligación 

tributaria con sus accesorios. 

2. La acción para imponer sanciones tributarias, distintas a las penas 

privativas de la libertad. 

3. El derecho a la recuperación de impuestos y a la devolución de 

pagos indebidos. 

Artículo 60. El cómputo del término de prescripción se contará: 

1. En el caso previsto en el numeral 1 del artículo 55 de este Código, 

desde el 1° de enero del año calendario siguiente a aquél en que se 

produjo el hecho imponible. 

Para los tributos cuya liquidación es periódica se entenderá que el 

hecho imponible se produce al finalizar el período respectivo. 

2. En el caso previsto en el numeral 2 del artículo 55 de este Código, 

desde el 1° de enero del año calendario siguiente a aquél en que se 

cometió el ilícito sancionable. 

3. En el caso previsto en el numeral 3 del artículo 55 de este Código, 

desde el 1° de enero del año calendario siguiente a aquél en que se 

verificó el hecho imponible que dio derecho a la recuperación de 

impuesto, se realizó el pago indebido o se constituyó el saldo a favor, 

según corresponda. 

4. En el caso previsto en el artículo 57, desde 1° de enero del año 

siguiente a aquel en que se cometió el ilícito sancionable con pena 

restrictiva de la libertad. 



5. En el caso previsto en el artículo 58, desde día en que quedó firme 

la sentencia o desde el quebrantamiento de la condena si hubiere ésta 

comenzado a cumplirse. 

6. En el caso previsto en el artículo 59, desde el 1° de enero del año 

calendario siguiente a aquél en que la deuda quedó definitivamente 

firme. 

Parágrafo Único: La declaratoria a que hacen referencia los artículos 

55, 56, 57, 58 y 59 de este Código, se hará sin perjuicio de la 

imposición de las sanciones disciplinarias, administrativas y penales 

que correspondan a los funcionarios de la Administración Tributaria 

que sin causa justificada sean responsables. 

 “Artículo 61. La prescripción se interrumpe, según corresponda: 

1.- Por cualquier acción administrativa, notificada al sujeto pasivo, 

conducente al reconocimiento, regularización, fiscalización y 

determinación, aseguramiento, comprobación, liquidación y 

recaudación del tributo por cada hecho imponible. 

2.- Por cualquier actuación del sujeto pasivo conducente al 

reconocimiento de la obligación tributaria o al pago o liquidación de 

la deuda. 

3.- Por la solicitud de prórroga u otras facilidades de pago. 

4.- Por la comisión de nuevos ilícitos del mismo tipo. 

5.- Por cualquier acto fehaciente del sujeto pasivo que pretenda 

ejercer el derecho de repetición ante la Administración Tributaria, o 

por cualquier acto de esa Administración en que se reconozca la 

existencia del pago indebido o del saldo acreedor. 

Interrumpida la prescripción, comenzará a computarse nuevamente al 

día siguiente de aquél en que se produjo la interrupción. 

Parágrafo Único: El efecto de la interrupción de la prescripción se 

contrae a la obligación tributaria o pago indebido, correspondiente al 

o los períodos fiscales a que se refiera el acto interruptivo y se 

extiende de derecho a las multas y a los respectivos accesorios”. 

(cursiva de esta Máxima Instancia).  

De las normas anteriormente transcritas se observa que la prescripción como medio 

de extinción de la obligación tributaria y sus accesorios ocurre por el transcurso de tiempo 

en forma continua, esto es, si no existe alguna actuación que implique su interrupción o 

suspensión. 



En este sentido, tomando en cuenta que las sanciones de multa impuestas devinieron 

como consecuencia del incumplimiento en efectuar el enteramiento dentro del lapso 

establecido por parte de la empresa recurrente, respecto del incumplimiento de deberes 

formales al impuesto al valor agregado e impuesto sobre la renta, juzga esta Alzada que el 

mencionado órgano fiscal disponía de cuatro (4) años para desplegar tal acción y por vía de 

consecuencia exigir el pago de las obligaciones accesorias que derivaran de la conducta 

infractora, tal como lo dispone el numeral 2 del artículo 55 del citado instrumento legal. Así 

se declara. 

Efectuadas las anteriores precisiones, a objeto de verificar la conformidad a derecho 

de la decisión de instancia, esta Sala observa que en el caso de autos, por tratarse el 

presente asunto de la prescripción de la acción de la Administración para imponer multas 

por el incumplimiento de deberes formales al impuesto al valor agregado e impuesto sobre 

la renta en los periodos fiscales desde enero de 2005 hasta junio de 2006, el lapso 

comienza a contarse a partir del 1° de enero de 2006 y 2007, conforme al numeral 2 del 

artículo 60, del mencionado Texto Orgánico, el cual vencería el 1° de enero de 2011. (Vid., 

fallo de esta Sala Político-Administrativa Nro. 00062 de fecha 16 de febrero de 2017, caso: 

High Impact Design & Entertainment Hide Filial Venezuela, S.A.). 

A tal efecto, aprecia esta Sala que del contenido del artículo 61 anteriormente 

transcrito se desprende que una vez ocurrida alguna de las causales indicadas en dicha 

norma, se interrumpe el lapso de prescripción y se inicia un nuevo período prescriptivo a 

partir de la realización de ese acto; es decir, que verificada la causal debe comenzar a 

computarse un nuevo lapso de cuatro (4) años para que la prescripción opere, sin que pueda 

contarse el tiempo que había transcurrido con anterioridad al hecho interruptivo. 

Por otra parte, se advierte que entre los hechos que interrumpen el lapso de 

prescripción, se encuentra el supuesto que contempla “la comisión de nuevos ilícitos del 

mismo tipo” previsto en el numeral 4 del artículo 61 del Código Orgánico Tributario de 

2001, aplicable en razón del tiempo. 

En el caso de “la comisión de nuevos ilícitos del mismo tipo” esta Sala Político-

Administrativa en sentencia Nro. 01189 del 11 de octubre de 2012, caso: Industria Láctea 



Torondoy, C.A. (INLATOCA), expresó que el indicado supuesto interruptivo de la 

prescripción “(…) se materializa con la simple acción repetida o permanente en el tiempo 

de parte del sujeto pasivo, para considerar que legalmente se concretó un acto 

interruptivo”, y se agrega en el fallo que “una vez que haya cesado la ocurrencia del 

mismo tipo de ilícito, comenzaría a computarse el lapso de prescripción.” 

Por otra parte, el artículo 62 del citado texto normativo tributario, prevé la 

suspensión del término prescriptivo por el ejercicio de un recurso administrativo hasta por 

sesenta (60) días hábiles después de haber sido decidido, bien sea en forma expresa o tácita. 

En cuanto a esta última figura, la Sala ha establecido que no pueden considerarse 

iniciados los sesenta (60) días hábiles para que cese la suspensión del lapso de prescripción, 

a partir del momento cuando la Administración Tributaria decide el recurso administrativo 

fuera del lapso legalmente establecido, pues “… en caso que (…) no decidiera el recurso 

jerárquico, la suspensión sería indefinida en el tiempo…”. (Vid., sentencias números 01647 

y 00960 de fechas 30 de noviembre de 2011 y 18 de junio de 2014, casos: Bodegón 

Eurolicores, C.A. y Salón Elit, C.A., respectivamente). 

Así las cosas, de la revisión de las actas procesales se desprende que el término de la 

prescripción para los períodos fiscales comprendidos desde el mes de enero de 2005 hasta 

el mes de junio de 2006, fue interrumpido sucesivamente con la comisión de ilícitos del 

mismo tipo por parte de la contribuyente según lo detallado anteriormente, comenzando a 

computarse el término de la prescripción nuevamente a partir del día siguiente a la 

notificación de fiscalización, en fecha 10 de agosto de 2006, de la Providencia 

Administrativa Nro. RCA-DF-VDF/2006/3682 del 09 de agosto de 2006 suscrita por el Jefe 

de la División de Fiscalización del Servicio Nacional Integrado de Administración 

Aduanera y Tributaria (SENIAT), es decir, el viernes 11 de agosto de 2006, a tenor de lo 

establecido en el artículo 61, numeral 1 del Código Orgánico Tributario de 2001, vigente en 

razón del tiempo. 

En tal sentido, esta Máxima Instancia aprecia que el referido término fue 

interrumpido una vez más conforme al artículo 61, numeral 1 eiusdem, con la notificación 



de la Providencia Administrativa Nro. 3682 del 28 de marzo de 2008, notificado el 25 de 

abril de 2008. 

Iniciado el término prescriptivo el lunes 28 de abril de 2008, éste fue suspendido el 

jueves 29 de mayo del mismo año (un mes y un día después) con la interposición del 

recurso jerárquico contra la aludida Resolución, ante la División Jurídico-Tributaria de la 

Gerencia Regional de Tributos Internos de la Región Capital del Servicio Nacional 

Integrado de Administración Aduanera y Tributaria (SENIAT). 

En este orden de ideas y a fin de continuar con el análisis del cómputo prescriptivo, 

resulta imperativo para esta Sala transcribir el contenido de los artículos 244, 249, 251, 254 

y 255 del aludido Código, los cuales estatuyen que: 

“Artículo 244. El lapso para interponer el recurso [jerárquico] será 

de veinticinco (25) días hábiles contados a partir del día siguiente a 

la fecha de notificación del acto que se impugne”. (Agregado de esta 

Sala). 

“Artículo 249. La Administración Tributaria admitirá el recurso 

jerárquico dentro de los tres (3) días hábiles siguientes al 

vencimiento del lapso para la interposición del mismo. 

En los casos que la oficina de la Administración Tributaria que 

deba decidir el recurso, sea distinta de aquella oficina de la cual 

emanó el acto, el lapso establecido en este artículo se contará a 

partir del día siguiente de la recepción del mismo”. 

“Artículo 251. (…). 

(…) una vez admitido el recurso jerárquico se abrirá un lapso 

probatorio (…), y no podrá ser inferior a quince (15) días hábiles, 

prorrogables por el mismo término según la complejidad de las 

pruebas a ser evacuadas. 

Se prescindirá de la apertura del lapso para evacuación de pruebas 

en los asuntos de mero derecho y cuando el recurrente no haya 

anunciado, aportado o promovido pruebas”. 

“Artículo 254. La Administración Tributaria dispondrá de un lapso de 

sesenta (60) días continuos para decidir el recurso, contados a partir 

de la fecha de culminación del lapso probatorio. Si la causa no se 

hubiere abierto a prueba, el lapso previsto en este artículo se contará 



a partir del día siguiente de aquel en que se hubiere incorporado al 

expediente el auto que declare no abrir la causa a pruebas”.  

“Artículo 255. El recurso deberá decidirse mediante resolución 

motivada, debiendo, en su caso, mantener la reserva de la 

información proporcionada por terceros independientes que afecte o 

pudiera afectar su posición competitiva. Cumplido el término fijado 

en el artículo anterior sin que hubiere decisión, el recurso se 

entenderá denegado, quedando abierta la jurisdicción contencioso 

tributaria. 

Cumplido el lapso para decidir sin que la Administración hubiere 

emitido la Resolución y si el recurrente ejerció subsidiariamente 

recurso contencioso tributario, la Administración Tributaria deberá 

enviar el recurso al tribunal competente, sin perjuicio de las 

sanciones aplicables al funcionario que incurrió en la omisión sin 

causa justificada. 

La Administración Tributaria se abstendrá de emitir resolución 

denegatoria del recurso jerárquico, cuando vencido el lapso 

establecido en el artículo 254 de este Código, no hubiere 

pronunciamiento por parte de ella y el contribuyente hubiere 

intentado el recurso contencioso tributario en virtud del silencio 

administrativo”. (Destacados de este Alto Tribunal). 

Los preceptos normativos transcritos contemplan los lapsos que tienen tanto la 

contribuyente para interponer el recurso jerárquico como la Administración Tributaria para 

admitir el mencionado recurso, sustanciarlo y posteriormente decidirlo. Además, prevén la 

consecuencia jurídica que trae su no decisión tempestiva (denegatoria tácita); sin embargo, 

tales artículos no regulan: i) la situación en la que el órgano decisor no admita el recurso 

administrativo en el lapso de Ley, es decir, dentro de los tres (3) días hábiles “(…) 

siguientes al vencimiento del lapso para la interposición del mismo (…)” o a partir del día 

hábil siguiente a la recepción del recurso en los casos en que la oficina administrativa que 

deba decidirlo sea distinta de aquella oficina de la que emanó el acto; ii) el plazo del que 

dispone la “(…) oficina de la cual emanó el acto (…)” para remitir el expediente 

administrativo a la “(…) oficina de la Administración Tributaria que deba decidir el 

recurso (…)” en caso que sea distinta a la primigenia; y iii) el momento en que debe 

entenderse recibido dicho medio de impugnación, en los casos en que la dependencia que 

dictó el acto administrativo impugnado sea distinta de aquella que deba decidirlo; todo lo 

cual comportaría la suspensión indefinida del término prescriptivo a la espera de que el 



órgano tributario remita, reciba y posteriormente admita el recurso, tomando en cuenta, 

conforme se dijo antes, que él solo ejercicio del aludido medio de impugnación suspende el 

curso de la prescripción hasta por sesenta (60) días hábiles después de haberse adoptado de 

forma expresa o tácita su resolución definitiva (artículo 62 del Código Orgánico Tributario 

de 2001). (Vid., sentencias de esta Alzada Nros. 00456 del 27 de abril de 2017, caso: Pfizer 

Venezuela, S.A. y 00878 del 1° de agosto de 2017, caso: Peluquería Unisex Stile 5-SB, 

C.A.). 

En armonía con lo antes expuesto, cabe enfatizar que de no remitirse, recibirse y 

admitirse el recurso jerárquico dentro de las oportunidades establecidas en las disposiciones 

correspondientes, no podría abrirse la causa a pruebas de acuerdo a lo preceptuado en el 

artículo 251 eiusdem, por cuanto ello supone la admisión previa de dicho recurso, y 

tampoco podría iniciarse el cómputo de los sesenta (60) días continuos que tiene el órgano 

exactor para decidir el recurso en comentario, y el de los otros sesenta (60) días hábiles de 

suspensión del término prescriptivo, contados a partir de la decisión del prenombrado 

recurso administrativo de la manera indicada en el artículo 62 del citado Texto Normativo. 

Vinculado a ello, esta Sala ha aclarado que a los efectos del cómputo de la 

suspensión del término de prescripción, cuando la Administración Tributaria admita el 

recurso jerárquico fuera del lapso previsto en el artículo 249 del Código de la especialidad 

de 2001, aplicable ratione temporis, los lapsos para abrir la causa a pruebas o decidir el 

recurso jerárquico, según corresponda de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 251 y 254 

eiusdem, se iniciarán al día hábil siguiente del vencimiento de los tres (3) días hábiles 

señalados en la primera de las referidas normas, pues de considerarse que la suspensión de 

la prescripción se mantiene indefinida en el tiempo a la espera de una actuación de la 

Administración, se estaría creando una limitación no estatuida por el Legislador al 

momento de regular la figura jurídica de la prescripción. (Vid., fallo de este Alto Tribunal 

Nro. 00836 del 9 de julio de 2015, caso: Tienda Casablanca, C.A., ratificada en decisión 

Nro. 000562 del 25 de enero de 2018, caso: Genuino Motors, C.A.). 

Aplicando lo expuesto al caso concreto, aprecia esta Sala que en fecha 29 de mayo 

de 2008, la contribuyente interpuso ante la División Jurídico-Tributaria de la Gerencia 

Regional de Tributos Internos de la Región Capital del Servicio Nacional Integrado de 



Administración Aduanera y Tributaria (SENIAT), el recurso jerárquico contra la 

Resolución Nro. 3682 del 28 de marzo de 2008, notificado el 25 de abril de 2008, suscrita 

por la aludida Gerencia Regional. 

No obstante, el recurso en cuestión fue admitido por la División Jurídico-Tributaria 

de la Gerencia Regional de Tributos Internos de la Región Capital del Servicio Nacional 

Integrado de Administración Aduanera y Tributaria (SENIAT), el 04 de septiembre de 

2013, según el auto                         de admisión identificado con letras y números 

SNAT/INTI/GRTI/RCA/DJT/ CS/2013/000419, notificado 06 de septiembre de 2013, es 

decir, pasados más de cinco (5) años de haberse ejercido el indicado recurso administrativo, 

por cuya razón el lapso de suspensión de la prescripción se computará en la forma señalada 

por la jurisprudencia de este Máximo Tribunal, antes explicada. Así se establece. 

Sobre la base de esas premisas, en especial a que la suspensión del término 

prescriptivo no debe permanecer inerte pendiendo de una actuación administrativa, este 

Supremo Tribunal considera necesario atender a la particular situación suscitada en el 

presente caso, referida a que el jueves 29 de mayo de 2008, la contribuyente interpuso el 

recurso jerárquico -como se dijo antes- contra la Resolución Nro. 3682 del 28 de marzo de 

2008, notificado el 25 de abril de 2008. 

Ahora bien, es importante destacar que la misma División Jurídico-Tributaria 

procedió a admitir el recurso el día miércoles 04 de septiembre de 2013 y notificarlo el 

viernes 06 del mismo mes y año, todo lo cual se constata de la Resolución antes 

identificada (folio 51 de la cuarta pieza del expediente judicial). 

Así las cosas, esta Máxima Instancia estima que el pronunciamiento acerca de la 

admisibilidad del recurso jerárquico, por una parte excedió de un tiempo prudencial si se 

toma en consideración que la recibió la propia Gerencia encargada de su decisión y, 

además, no se efectuó en apego al lapso procedimental estatuido en el artículo 249 del 

Código de la especialidad de 2001, vigente en razón del tiempo. 

Bajo la óptica de lo expuesto, la Sala a los fines de verificar si se consumó el 

término prescriptivo advierte que los lapsos para decidir el recurso jerárquico transcurrieron 

de la manera siguiente: 



1.- Dicho medio de impugnación fue interpuesto el 29 de mayo de 2008 “(…) ante 

la División Jurídico Tributaria de la Gerencia Regional de Tributos Internos de la Región 

Capital (…)” del Servicio Nacional Integrado de Administración Aduanera y Tributaria 

(SENIAT). (Folios 49 y 50 de la cuarta pieza del expediente judicial). 

2.- Atendiendo a la jurisprudencia en comentario, los tres (3) días hábiles para 

admitir el recurso administrativo se consumaron el martes 03 de junio del 2008, contados 

“(…) a partir del día siguiente a la recepción del mismo [jueves 29 de mayo de 2008]”, con 

fundamento al artículo 249 del Código de 2001, aplicable en razón del tiempo. (Agregado 

de esta Sala). 

3.- A tal efecto, el lapso de 15 días hábiles para promover pruebas, previsto en el 

artículo 251 eiusdem, expiró el día martes 24 de junio de 2008. 

4.- Así los sesenta (60) días continuos para decidir el señalado recurso 

administrativo transcurrieron desde el miércoles 25 de junio de 2008 hasta el lunes 25 de 

agosto de 2008. 

5.- Al no haberse pronunciado la Gerencia Regional de Servicios Jurídicos del 

Servicio Nacional Integrado de Administración Aduanera y Tributaria (SENIAT) de forma 

expresa sobre el recurso jerárquico, el lapso prescriptivo se mantuvo suspendido por 

sesenta (60) días hábiles contados desde el martes 26 de agosto de 2008 hasta el lunes 17 de 

noviembre de 2008, ambos inclusive, conforme a lo dispuesto en el artículo 62 del Código 

Orgánico Tributario de 2001, razón por la cual continuó su curso el día martes 18 de 

noviembre de 2008. 

Posteriormente, el viernes el 14 de marzo de 2014, se notificó la Resolución 

identificada con el alfanumérico SNAT/INTI/GRTI/RCA/DJT/ CRA/2013-000534 de fecha 

12 de diciembre de 2013, dictada por la Gerencia Regional de Tributos Internos de la 

Región Capital del Servicio Nacional Integrado de Administración Aduanera y Tributaria 

(SENIAT), que declaró sin lugar el recurso jerárquico incoado contra la Resolución Nro. 

3682 del 28 de marzo de 2008. 



Con vista a lo antes indicado, la Sala constata que se aprecia que el período de 

inactividad de la Administración Tributaria frente a la aplicación de las sanciones a los 

ilícitos investigados, relativos al impuesto al valor agregado e impuesto sobre la renta, se 

tendría por iniciado, desde el 1° de enero del año calendario siguiente a aquél en que se 

cometió tal infracción, conforme a lo dispuesto en el artículo 60 (numeral 2) del referido 

Código; siendo para el caso concreto el 1° de enero de 2006 y 2007, por lo que, en el caso 

concreto transcurrieron sin interrupción cinco (5) años, siete (7) meses y doce (12) días 

correspondientes al período prescriptivo, como se detalla seguidamente: 

1.- Un (1) mes y cinco (5) días, desde el lunes 28 de abril de 2008 (día hábil 

siguiente a la notificación de la “Resolución Nro. 3682” del 28 de marzo de 2008, hasta el 

jueves 29 de mayo de 2008, cuando la prescripción fue suspendida por la interposición del 

recurso jerárquico en esta última fecha. 

2.- Cinco (5) años, seis (6) meses y doce (12) día, contados a partir de la 

continuación de su curso desde el día viernes 30 de mayo de 2008 hasta el viernes el 14 de 

marzo de 2014, cuando fue notificada la Resolución identificada con el alfanumérico 

SNAT/INTI/GRTI/RCA/DJT/CRA/2013-000534 de fecha 12 de diciembre de 2013. 

Con fundamento en lo anteriormente expuesto, esta Alzada declara prescrita la 

acción de la Administración Tributaria para imponer las sanciones contenidas en la 

Resolución identificada con el alfanumérico SNAT/INTI/GRTI/RCA/DJT/CRA/2013-

000534 de fecha 12 de diciembre de 2013, por no evidenciarse en autos que el órgano 

sancionador hubiese notificado oportunamente a la empresa recurrente acto alguno que “se 

baste a sí mismo en cuanto a su contenido, dirigido al cobro o la intención de cobro de los 

accesorios” (Vid., sentencia de la Sala Constitucional Nro. 1120 del 17 de noviembre de 

2010, caso: Distribuidora Algalope, C.A.), tal como sería mediante “Actas de Cobro” o de 

“Intimación de Derechos Pendientes” (Vid., fallo de la Sala Político-Administrativa Nro. 

01030 de fecha 2 de julio de 2014, caso: Manuel Antonio Villamizar Mora); por lo cual se 

consumó sin interrupción el lapso de cuatro (4) años, previsto en el artículo 55, numeral 2 

del Código Orgánico Tributario de 2001, aplicable en razón del tiempo. Así se declara. 



Visto lo que antecede, esta Alzada desestima la denuncia del vicio de falso supuesto 

de derecho por errónea interpretación alegado por la representación judicial de la 

República; por ende, se declara sin lugar el recurso de apelación incoado por dicha 

representación, contra la sentencia definitiva Nro. 015/2015 de fecha 18 de marzo de 2018, 

dictada por el Tribunal Superior Cuarto de lo Contencioso Tributario de la Circunscripción 

Judicial del Área Metropolitana de Caracas, la cual se confirma, en los términos expuestos 

en el presente fallo. Así se establece. 

Igualmente, este Máximo Tribunal declara con lugar el recurso contencioso 

tributario incoado con amparo constitucional cautelar por el ciudadano Yusef Weizani 

Smaili, en su carácter de Director de la sociedad de comercio DISTRIBUIDORA 

NADDURA, C.A., en virtud de haberse declarado la prescripción de la obligación 

tributaria determinada en la Resolución identificada con el alfanumérico 

SNAT/INTI/GRTI/RCA/DJT/ CRA/2013-000534, de fecha 12 de diciembre de 2013, notificada 

el 14 de marzo de 2014, emanada de la Gerencia Regional de Tributos Internos de la Región 

Capital del Servicio Nacional Integrado de Administración Aduanera y Tributaria (SENIAT), 

que declaró Sin Lugar el “recurso jerárquico” y en consecuencia, confirmó la Resolución 

Nro. 3682 de fecha 28 de marzo de 2008, por lo que, se exigió al sujeto pasivo la obligación 

de pagar el monto total de dos mil setecientos veinte y siete con 50/100 (2.727,5 U.T.), 

correspondiente a los períodos comprendidos desde el mes de enero de 2005 hasta el mes de 

junio de 2006, por concepto de multa según lo preceptuado en los artículos 101 numeral 3 

aparte 2, 102 numeral 2 aparte 2, y 107 del Código Orgánico Tributario del 2001, aplicable 

ratione temporis, por haberse determinado la concurrencia de infracciones tributarias de 

acuerdo a los dispuesto en el artículo 81 eiusdem, por incumplimiento de deberes formales 

en materia de impuesto al valor agregado e impuesto sobre la renta, acto administrativo que 

se ANULA por haber operado la prescripción. Así se decide. 

Finalmente, no procede la condenatoria en costas, en atención a la prohibición 

prevista en el artículo 88 del Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de la 

Procuraduría General de la República de 2016. Así se declara. 

Ahora bien, resulta imperativo precisar que la Sala Plena de este Máximo Tribunal 

mediante la Resolución Nro. 2021-0011 de fecha 9 de junio de 2021, dictó los 



Lineamientos para la Suscripción y Publicación de Decisiones con Firma Digital, Práctica 

de Citaciones Notificaciones Electrónicas y la Emisión de Copias Simples o Certificadas 

por Vía Electrónica respecto de los procesos seguidos ante esta Sala Político-

Administrativa, en tal sentido, conforme a los artículos 38 de la Ley Orgánica de la 

Jurisdicción Contencioso Administrativa y 3 de dicho acto, esta Sala podrá “(…) suscribir 

y publicar decisiones, practicar las citaciones y notificaciones por correo electrónico o 

cualquier otro medio que utilice tecnologías de la información y la comunicación, una vez 

conste en las actas del expediente, que las partes cuentan con los medios telemáticos 

suficientes para hacer efectiva dicha actuación procesal (…)”. (Destacado de esta 

decisión). 

En razón de ello, se ordena que las notificaciones a que haya lugar y que sean 

concernientes al presente fallo, se efectúen a través de medios electrónicos, sin embargo, 

para el caso en que el destinatario o la destinataria de la notificación no cuente con los 

recursos telemáticos necesarios, se procederá de acuerdo a lo dispuesto en las leyes y en la 

aludida Resolución. (Vid., sentencia de esta Sala Nro. 00149 de fecha 7 de julio de 2021, 

caso: Corporación Eléctrica Nacional, S.A. (CORPOELEC) Vs. La Electricidad de Ciudad 

Bolívar ELEBOL). Así finalmente se establece. 

VI 

DECISIÓN 

Por las razones precedentemente expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia en 

Sala Político-Administrativa, administrando justicia en nombre de la República y por 

autoridad de la Ley, declara: 

1.- SIN LUGAR el recurso de apelación ejercido por el FISCO NACIONAL contra 

la sentencia definitiva Nro. 015/2015 de fecha 18 de marzo de 2018, dictada por el Tribunal 

Superior Cuarto de lo Contencioso Tributario de la Circunscripción Judicial del Área 

Metropolitana de Caracas, la cual se CONFIRMA, en los términos expuestos en el presente 

fallo. 



2.- CON LUGAR el recurso contencioso tributario incoado con amparo 

constitucional cautelar por el ciudadano Yusef Weizani Smaili, en su carácter de Director de 

la sociedad de comercio DISTRIBUIDORA NADDURA, C.A., en virtud de haberse 

declarado la prescripción de la obligación tributaria determinada en la Resolución 

identificada con el alfanumérico SNAT/INTI/GRTI/RCA/DJT/CRA/2013-000534, de fecha 12 

de diciembre de 2013, notificada el 14 de marzo de 2014, emanada de la Gerencia Regional 

de Tributos Internos de la Región Capital del Servicio Nacional Integrado de Administración 

Aduanera y Tributaria (SENIAT), que declaró Sin Lugar el “recurso jerárquico” y en 

consecuencia, confirmó la Resolución Nro. 3682 de fecha 28 de marzo de 2008, por lo que 

se exigió al sujeto pasivo la obligación de pagar el monto total de dos mil setecientos veinte 

y siete con 50/100 (2.727,5 U.T.), correspondiente a los períodos comprendidos desde el mes 

de enero de 2005 hasta el mes de junio de 2006, por concepto de multa según lo preceptuado 

en los artículos 101 numeral 3 aparte 2, 102 numeral 2 aparte 2, y 107 del Código Orgánico 

Tributario del 2001, aplicable ratione temporis, por haberse determinado la concurrencia de 

infracciones tributarias de acuerdo a los dispuesto en el artículo 81 eiusdem, por 

incumplimiento de deberes formales en materia de impuesto al valor agregado e impuesto 

sobre la renta, acto administrativo que se ANULA por haber operado la prescripción. 

NO PROCEDE la condenatoria en costas procesales al Fisco Nacional, en los 

términos expuestos en el presente fallo. 

Publíquese, regístrese y Comuníquese. Notifíquese a la Procuraduría General de la 

República. Devuélvase el expediente al Tribunal de origen. Cúmplase lo ordenado. 

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Político-Administrativa 

del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas a los ocho (8) días del mes de diciembre del 

año dos mil veintiuno (2021). Años 211º de la Independencia y 162º de la Federación. 
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